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Martín Alonso Zarza, Concha Martín Sánchez 

La privatización de la sanidad (1).  

Lamela contra Montes o el jaque a la sanidad pública en Madrid 
Crónica Popular, 25 de abril de 2020. 

 

El caso Leganés fue una cortina de humo que desvió la atención de la 

privatización de la sanidad pública en la Comunidad de Madrid. 

 

El rito de los aplausos a las ocho es una práctica polisémica. Su objetivo declarado es 

impecable: mostrar el apoyo a los profesionales de la salud. Aunque es el léxico épico el 

que suele predominar para describir los diversos avatares de la pandemia, como muchos 

de ellos y ellas reconocen su desempeño es el resultado de una concepción exigente de 

su deontología profesional, de su sentido de la obligación al servicio de la función 

pública. El rito sirve a otros propósitos no intencionados. En primer lugar, para conjurar 

con esos sonidos de percusión esa distorsión de nuestro paisaje cotidiano que se 

manifiesta en un mundo en silencio, pero no el silencio del recogimiento sino el de la 

inquietud y el desasosiego. En segundo lugar, para remedar en la compañía de los ecos 

una imagen de esa sociabilidad fragmentada, para cumplir la necesidad de compañía. En 

tercer lugar, para espantar el miedo envolvente que como esas capas de contaminación 

de las ciudades en verano, pesa sobre los espíritus. Por último, quizás de forma sutil y 

en un plano más profundo, rezuma una expresión de reconocimiento a un servicio 

público frente a la primacía axiológica que la axiomática economicista había instalado 

como canónica y que se tradujo en una precarización generalizada de las condiciones 

laborales.  

Es obvio que en las circunstancias presentes hay que atender a lo principal, que no es 

otra cosa que seguir las medidas recomendadas y cooperar para que las tareas 

prioritarias, empezando por la evitación del contagio y el control del impacto emocional 

de la pandemia, puedan llevarse a cabo de la forma más provechosa.  Quiere decirse que 

de no mediar un conjunto de circunstancias que en seguida se referirán no sería este el 

momento de discusiones ideológicas sobre las posiciones doctrinales que afectan a la 

consideración de servicios públicos como la salud. Sin embargo cuando la Comunidad 

de Madrid ficha para la crisis del Covid-19 a Antonio Burgueño, el ideólogo de la 

privatización de la sanidad, y no contenta con ello coloca a su hija, Encarnación 

Burgueño, sin experiencia en el sector, para gestionar la crisis de las residencias 

sanitarias, parece que es obligado afrontar ese debate desde la crónica de los hechos que 

marcaron la política sanitaria de la Comunidad de Madrid en la década pasada. Estas 

incorporaciones recientes se suman a una de más calado, el Consejero de Hacienda de la 

Comunidad de Madrid es Javier Fernández-Lasquetty, que tuvo que dimitir, como sus 

antecesores, como Consejero de Sanidad en 2014 cuando los tribunales pararon sus 

planes de privatización. Dos años después escribía: “Dejé la política y hoy estoy muy 

lejos física y mentalmente de ella, en un tiempo en que ser liberal en España es llorar”: 

era en un artículo en Libertad Digital (17/09/2016) en el que ponía negro sobre blanco 

su visión de la sanidad y de la política: “Si malo es que el Estado se ponga a curar 

enfermos, peor es que vuelva a hacerlo allí donde las empresas llevan años demostrando 

que sus médicos y enfermeros son perfectamente capaces de prevenir, tratar y curar las 

enfermedades. […] España no necesita más despilfarro de gasto público, sino menos. 

No necesita más políticos tomando decisiones sobre cómo y dónde hay que curar a los 

enfermos, sino menos. No necesita más funcionarios, sino médicos y enfermeros tan 

buenos como los que hay, que tengan sencillamente el mismo contrato que el resto de 
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los mortales” (https://www.libertaddigital.com/opinion/javier-fernandez-lasquetty/una-

decision-que-perjudica-la-salud-80032/). Ya vemos que algunas distancias se recorren 

en poco tiempo, lo que dice bastante sobre la solidez de ciertas convenciones, pero 

sobre todo hace imperativo recuperar el relato de aquellos que comenzaron con Manuel 

Lamela. Lasquetty, peón de la FAES, ariete neoliberal del PP y hombre de Aguirre para 

el proyecto Eurovegas, fue descabalgado por la ‘marea blanca’. Pero como escribió 

Orwell los ídolos caídos pueden volver a levantarse. Dimitió porque “las circunstancias 

no le permitían entonces llevar a cabo su proyecto”; no es difícil entonces conjeturar las 

razones de su vuelta al frente de una consejería poderosa. Y a propósito de los contratos, 

debe saber el autor del artículo que el 44,3% del personal sanitario de Madrid es 

temporal (El País, 28/03/2020). Pero ya un año antes Pablo Casado lo había nombrado 

jefe de gabinete para “recuperar la esencia liberal” del PP. Esa esencia que rima tan mal 

estos días con las indignaciones de cocodrilo y rasgamiento de vestiduras por la falta de 

recursos en los hospitales madrileños.  

Cambiando el foco, hemos visto que dirigentes catalanes, herederos de los recortes más 

duros en sanidad, se muestran ahora agraviados y acusan a España de sus males y hasta 

ven escarnio en el número de mascarillas asignadas. En octubre de 2011 Boi Ruiz, que 

había sido presidente de la Unió Catalana d’Hospitals, la patronal catalana del sector 

privado, declaró algo que no disgustaría a Fernández-Lasquetty, que “la salud es un bien 

privado que depende de cada ciudadano y no del estado. […] La salud depende de uno 

mismo, del código genético de cada persona, de sus antecedentes y de sus hábitos”. 

Amnistía Internacional tuvo que recordarle que la salud es un derecho humano 

universal; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales lo 

reconoce meridianamente en su artículo 12. Boi Ruiz fue la persona elegida por Artur 

Mas para emprender los recortes más severos en la sanidad pública, como Fernández-

Lasquetty lo fue de Esperanza Aguirre. Acaba de morir, de coronavirus, una persona de 

trayectoria impecable en su compromiso con los valores de la solidaridad, Albert 

Escofet.  Recogemos aquí su último tuit, el 22 de marzo de 2020, a la vez un homenaje 

a su figura y una requisitoria que sirve de adelanto a una próxima entrega sobre el 

ataque perpetrado a la sanidad pública en Cataluña:  

“Cuando pase todo esto (hoy la única prioridad es la gente afectada), vamos a pedir muchas 

explicaciones. Y en los casos de la Comunidad de Madrid y de la Generalitat de Catalunya, 

exigir un Proceso de Núremberg para los responsables directos de la privatización, 

externalización y el destino de fondos a la sanidad privada como negocio. Los primeros 

acusados están claros: ARTUR MAS, BOI RUIZ, PUIGDEMONT, y su amiguete COMIN, 

y QUIM TORRA. Ellos tienen su responsabilidad, que es no es poca, de la situación actual, 

del caos y de los afectados y muertos por la crisis. Esperamos pero no olvidamos”. 

Este artículo se ocupa del trato que recibió la sanidad en la Comunidad de Madrid en los 

años que lleva gobernando el PP y se distribuye en cuatro apartados: el “caso Leganés”, 

la cruzada privatizadora de los tiburones del PP, el papel de la COPE y medios afines, y 

por último, de la cuestión de la sanidad como recurso, es decir, como negocio.  Le ha 

inspirado la coincidencia de dos factores de muy distinto orden: la crisis del Covid-19 y 

la efemérides de la muerte de Luis Montes, hace dos años.  

 

1. El ‘caso Leganés’ 

 

El 11-M es una fecha grabada a fuego en la memoria de los españoles. Ese día, un año 

después del atentado terrorista más grave vivido en España, fue el elegido por el 

Consejero de Sanidad de la Comunidad de Madrid, Manuel Lamela, para dar cuerpo a lo 

https://www.libertaddigital.com/opinion/javier-fernandez-lasquetty/una-decision-que-perjudica-la-salud-80032/
https://www.libertaddigital.com/opinion/javier-fernandez-lasquetty/una-decision-que-perjudica-la-salud-80032/
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que se llamaría “Caso Leganés”. El día 12 los medios se hacían amplio eco del asunto 

como muestran las hemerotecas. En el origen dos denuncias anónimas, una entregada a 

la Asociación de Víctimas de Negligencias Sanitarias (Avinesa), que su presidenta, 

María Antonia Moral, trasladó al Consejero, y otra entregada directamente al Consejero. 

En ellas se indicaba que 400 pacientes habrían sido víctimas de dosis excesivas de 

morfina. La cifra se convirtió en viral, valga la expresión. Los datos indicaban que 

ambas denuncias habían sido escritas por una misma persona procedente del Severo 

Ochoa, el hospital en que Luis Montes dirigía el servicio de Urgencias desde el año 

2000. En el momento de hacer pública la denuncia Lamela relevaba al médico sin más 

cautelas y su departamento recomendaba a la vez en una nota de prensa un “ejercicio de 

prudencia y de responsabilidad para evitar la creación de alarmas o mensajes que 

pudieran afectar a la dignidad de las instituciones y a la buena imagen de los 

profesionales” (El País, 12/03/2005). Lamela contó con el apoyo de la presidenta, 

Esperanza Aguirre, y con algunas otras figuras de la sanidad madrileña. Designó a dedo 

una comisión para hacer valer sus tesis, que fueron amplificadas por vasos 

comunicantes de sectores mediáticos como la COPE y El Mundo, como veremos. Esta 

comisión de parte, frente a la posición contraria de una variedad de instancias 

(Comisión de Mortalidad del hospital, Comité de Ética de Getafe, Inspección Médica 

del Instituto Madrileño de Salud), ve indicios de delito y encuentra que un 68% de las 

sedaciones fueron ‘irregulares’ y que habían causado 24 muertes. La acusación pasa a 

los tribunales y Luis Montes se convierte en acusado.  

Desde las 400 víctimas imaginarias se generó toda una dialéctica infecta en la que el 

acusado à la Kafka, era denominado a conveniencia ‘doctor muerte’, Sendero 

Luminoso, Kevorkian, nazi o cosas por el estilo. El 20 de noviembre de 2010 la 

búsqueda en Google de “Luis Montes” + Mengele arrojaba un balance de 1080 

resultados. En los hechos los 400 pasaron luego a 73, más tarde a 28 y por último a 

cuatro. Solo una familia presentó reclamación. En enero de 2008, después de tres años 

de insidias, la Audiencia Provincial de Madrid archiva la causa y ordena restituir el 

buen nombre del doctor. Estableció que en ninguno de los casos alegados hubo mala 

práctica. Ante la resolución judicial Esperanza Aguirre aduce que la Comunidad no era 

parte del proceso, cuando fue su Consejería de Sanidad la que denunció el caso ante la 

justicia tras recibir un chivatazo sobre las intenciones de la fiscalía de archivarlo. 

Esperanza Aguirre se puso tan de perfil que en las lista de los más de 200 nombres de su 

estentóreo Yo no me callo (2016) no aparece el nombre de Lamela, pero no falta allí en 

cambio una réplica conforme de la filosofía compartida con él: “Y es que, en el PP, no 

hemos sabido contrarrestar la demagogia y el oportunismo de los falsos defensores de 

‘lo público’, que dicen defender el interés general cuando se oponen a las 

externalizaciones de servicios públicos” (p. 226). Eche la cuenta el lector de los 

acendrados defensores de lo público que tienen cuentas pendientes con la justicia por 

utilizar lo público como sifón. Esperanza Aguirre, como sus dos sucesores, tuvo que 

dimitir por su insaciable devoción por lo público, lo mismo que Lamela que cruzó 

enseguida a la puerta giratoria que le llevaba al sector negocios (volveréMOS sobre 

ello) que tan esmeradamente había cultivado su despacho. Durante este tiempo y el que 

siguió el vigilantismo hizo que muchos enfermos terminales en el Severo Ochoa, y por 

el impacto en otros hospitales y no solo de Madrid, vieran multiplicados su sufrimientos 

por el miedo a caer en la órbita del macartismo lamelista. Pero a Lamela le ha salido 

gratis, Luis Montes no fue repuesto y muchos de los miembros de su equipo tuvieron 

que buscar trabajo fuera de la Comunidad, a veces precedidos por el rubro de asesinos.  

De ese kafkiano caso tenemos dos versiones opuestas. Esta es la de Luis Montes y Oriol 

Güell (El caso Leganés, 2008, p. 11): “El consejero de Sanidad, Manuel Lamela da 
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credibilidad a la denuncia, destituye a Montes y empieza una cruzada que terminará con 

el médico y una docena de sus ayudantes en el banquillo de los acusados. Todo es 

mentira, un gran bulo que la Justicia tardará más de tres años en desmontar y que dejará 

unas cicatrices difíciles de cerrar en el sistema sanitario madrileño”.  

Desde el lado acusador, conocida la sentencia exculpatoria y en una muestra del 

octanaje lógico reclutado, Cristina Losada (Morfina roja, 2008, 37-39), escribe: “El 

Severo Ocho tenía, pues, carácter de símbolo para los socialistas y para el núcleo 

fundador del centro. […] La política sanitaria socialista se había plasmado también en 

un modelo de organización en los hospitales inspirado en una filosofía de tipo 

‘igualitarista’[…]. Sendero Luminoso compartía con el PSOE y otros grupos de 

izquierda la defensa a ultranza de la sanidad pública. De hecho, la batalla a favor de 

Montes se libró en nombre de la sanidad pública tanto como de ‘la muerte digna”.  

Es de observar como la exliguista Losada invierte los términos con una maestría que 

envidiaría Steve Bannon. En primer lugar el ‘Caso Leganés’ no es una defensa sino un 

ataque en el que Luis Montes servía de cortina de humo para enmascarar el asalto a la 

sanidad pública. En segundo lugar, se invierten los papeles de esta batalla simbólica 

atribuyéndose los atacantes la condición de víctimas: “No era fácil imaginar que la 

investigación de una posible mala práctica médica de un puñado de facultativos fuese 

utilizada para desencadenar una de las campañas políticas más agresivas, fanatizadas y 

manipuladoras de cuantas se han visto en España, que no son pocas. Pero eso es 

exactamente lo que ocurrió” (p. 76). Necesitamos a Freud para salir de Kafka: De te 

fabula narratur. Digámoslo con la voz autorizada de una observadora del momento, 

Elvira Lindo, para ajustar el objeto de la atribución: “el asunto de las sedaciones del 

hospital público de Leganés es uno de los más tristes capítulos de los últimos tiempos” 

(El País, 01/05/2011).  

Todo esto ocurre mientras en la Comunidad de Madrid se está llevando a cabo una 

estrategia durísima de privatización, en la que figuras como el Dr. Montes como 

exponente de la defensa de la sanidad pública se convierte en objetivo. Hoy vemos bien 

las cicatrices a las que se refería Luis Montes hace una década (pp. 155-156): “La 

defensa de la sanidad pública nos implica a todos, a políticos, profesionales y 

ciudadanos. […] Yo acepto que estamos en un mercado, que el sistema es abierto y que 

debe de haber de todo. […] Es el sistema público el que cohesiona a la sociedad, el que 

hace que el más rico y el más pobre, cuando necesitan un corazón o el tratamiento más 

complejo, sean otra vez simple y llanamente dos personas iguales con el mismo derecho 

a recibir asistencia médica”.  

No era lo que parecía, ni en el papel de los actores ni en el de lo que verdaderamente 

estaba en juego. El Caso Leganés sirvió de insonorizador para una maniobra de altos 

vuelos para, agenda neoliberal mediante, parasitar el sistema público. Privatizar, 

transferencia masiva de lo público a lo privado, expropiación: aquí está el meollo, lo 

demás era una maniobra de distracción. Son evidentes las cicatrices que mencionaba 

Montes, puesto que esas cicatrices tienen consecuencias ahora y no hay solución de 

continuidad en la secuencia ideológica de los actores políticos responsables, hace falta 

dirigir ahora la mirada a estos.  

 

2. Tiburones en el Manzanares 

 

El término ‘tiburón’ es utilizado aquí para designar a un radical en el terreno de la 

economía (un ultraliberal) al modo como halcón designa a un radical en el terreno de la 
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política (neocon). Lo que tienen en común las acepciones metafóricas de ‘tiburón’ es la 

subordinación de las normas de reciprocidad de la ética pública al egoísmo personal. 

Naturalmente esto no puede formularse de forma explícita sino que debe revestirse de 

una retórica justificadora. La escolástica neoliberal constituye esta retórica que 

eufemiza el darwinismo social en una jerga tecnocrática compuesta por la economía de 

la oferta, el dogma de la superioridad de la gestión privada, la meritocracia, la elección 

pública y repertorios afines. A continuación se detallan algunos rasgos de tres figuras 

que responden a ese perfil: Manuel Lamela, Juan José Güemes y Javier Fernández-

Lasquetty. El apartado concluye con un plano panorámico de la sanidad madrileña a 

resultas de las políticas emprendidas por esos consejeros y el impacto de la crisis de 

2008.  

 

2.1. Manuel Lamela 

 

Hay que recordar que las acusaciones (falsas) de Manuel Lamela, consejero de Sanidad 

de Madrid, contra Luis Montes formaban parte de un plan que incluía tres elementos: 

construcción de grandes hospitales en pueblos de Madrid (populismo hospitalario), 

transferencia de la gestión (privatización) y desvío de fondos para financiación del 

partido (corrupción: caso Púnica). El PP madrileño logró así desviar cerca de tres 

millones de euros de la construcción de hospitales y centros de salud a su caja ‘B’ 

valiéndose de la cláusula del 1%. (https://www.rtve.es/noticias/20190903/asi-

funcionaba-clausula-del-1-tres-millones-euros-sanidad-madrilena-desviados-arcas-del-

pp/1978255.shtml; eldiario.es, 12/10/2019). En el caso de Sanidad, la consejería de 

Lamela se sirvió del ‘Plan de Infraestructuras Sanitarias 2004-2007’ para la financiación 

de nuevos hospitales de modo que los pliegos de licitación incluyeran las cláusula del 

1%. El juez García Castellón que lleva el caso, atribuye a Lamela la idea de la cláusula, 

si bien contó con el visto bueno de los mandatarios del PP madrileño. Según el juez, 

cerca de dos millones llegaron a empresas de Horacio Mercado a través de su firma 

Over Marketing, que servía de canal para el desvío, desde sociedades concesionarias de 

construcción y explotación de siete hospitales y desde las constructoras de centros de 

salud y hospitales en más de una docena de municipios. A resultas de ello el caso 

Púnica imputa a los expresidentes de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, 

Cristina Cifuentes e Ignacio González. Las prácticas delictivas se produjeron mientras el 

gobierno autonómico y los medios afines propalaban el Caso Leganés.  

Cuando Lamela dejó el gobierno en 2008 se dedicó a negocios relacionados con la 

sanidad aprovechando los contactos que había tejido durante sus años en la Consejería, 

en un ejemplo de manual de puertas giratorias. Participa en una nutrida red de 

sociedades: Madrid Medical Destination, Madrid Ciudad de la Salud o Madrid Centro 

Médico vinculada a Madrid Network. Esta última fue presentada en julio de 2011 por 

Lamela, quien estaba acompañado de dos consejeros del gobierno de Esperanza 

Aguirre, dos concejales del Ayuntamiento de Ruiz-Gallardón, el presidente de la 

patronal autonómica, Fernández-Lasquetty, Eudardo Zaplana, los principales 

representantes de la sanidad privada y otras figuras destacadas del PP y del sector de los 

negocios.  Entre 2010 y 2013 formó parte de la constructora Assignia Infraestructuras, 

que gestionaba la parte no sanitaria del hospital del Tajo en Aranjuez, que había 

adjudicado también siendo Consejero. En 2013, la consultora de que era también 

consejero, BAPPH, recibió un encargo de la ministra Ana Mato para la puesta en 

marcha de un “nuevo modelo de gestión clínica” en los hospitales de Ceuta y Melilla 

(diario.es, 12/10/2019). (Por cierto fue durante su ejercicio como ministra de Sanidad 

https://www.rtve.es/noticias/20190903/asi-funcionaba-clausula-del-1-tres-millones-euros-sanidad-madrilena-desviados-arcas-del-pp/1978255.shtml
https://www.rtve.es/noticias/20190903/asi-funcionaba-clausula-del-1-tres-millones-euros-sanidad-madrilena-desviados-arcas-del-pp/1978255.shtml
https://www.rtve.es/noticias/20190903/asi-funcionaba-clausula-del-1-tres-millones-euros-sanidad-madrilena-desviados-arcas-del-pp/1978255.shtml
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cuando se aprobó el Real Decreto ley 16/2012 de medidas urgentes para garantizar la 

sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud, que acabó con la condición universal del 

sistema de salud dejando fuera de cobertura a una parte de los inmigrantes). 

Directamente relacionado con su cargo, creó un proyecto de sanidad privada llamado 

Madrid Medical Destination, que consistía en asociarse con propietarios de hospitales y 

clínicas de la región para promocionar la sanidad madrileña en el extranjero (turismo 

sanitario). El proyecto fue beneficiario de parte de los 80 millones de préstamos a la 

innovación que el gobierno de Aguirre repartió en 2011. Aunque el proyecto no cumplía 

las condiciones, Lamela recibió 500.000 euros que no ha devuelto. El exconsejero actuó 

a través de una opaca asociación de empresarios llamada Madrid Network (El País, 

17/07/2018). El 20 de junio de 2013, Lamela es imputado por el juzgado nº 4 de Madrid 

por las irregularidades con las primeras privatizaciones el año 2003 (elplural, 

23/06/2013).  

 

2.2.  Juan José Güemes 

 

El desenlace del Caso Leganés obliga a Lamela a dejar el cargo; Esperanza Aguirre 

designa a Juan José Güemes para sucederle. Hay una continuidad en la línea política 

que se manifiesta en el muy liberal proyecto de Ley de Libertad de Elección en la 

Sanidad, dirigida a permitir la elección de médico de familia, pediatra, enfermera y 

médico especialista. Esta era su justificación según Güemes: “con esta ley los pacientes 

se convierten en protagonistas fundamentales del sistema y eso es un profundo cambio 

en la concepción a veces demasiado paternalista del sistema de salud” 

(ecodiario.eleconomista.es, 22/07/2009). Güemes fue asesor de Rodrigo Rato, pasa a 

Consejero de Empleo de Aguirre en Madrid y luego a Sanidad. Es allí, cuando, de 

acuerdo con la lógica neoliberal, ofrece a las empresas “oportunidades de negocio” en la 

sanidad pública. Acompañado de la plana mayor del departamento presentó a los 

empresarios su Plan de Infraestructuras Sanitarias 2007-2011, en el que se anunciaba la 

construcción de cuatro nuevos hospitales de gestión privada y la reforma integral de los 

tradicionales (Gregorio Marañón, Ramón y Cajal, Móstoles, La Paz y 12 de Octubre). 

Jugó allí un papel estelar el director general de Hospitales Antonio Burgueño, hoy de 

nuevo de actualidad, como se señaló al principio. En un gesto cargado, Güemes acudió 

la víspera al hospital Severo Ochoa a entregar la certificación ISO por la calidad de los 

laboratorios; ante los gritos de protesta de un grupo de profesionales el consejero les 

acusó de “causar molestias a los pacientes” (El País, 23/09/2008).  

Siguiendo la estela giratoria de su predecesor, Güemes dimite en marzo de 2010 para 

incorporarse al Instituto de Empresa como Presidente del Centro Internacional de 

Gestión Emprendedora. Poco después lo encontramos en empresas a las que benefició 

desde la Consejería, como la multinacional Unilabs, a la que había adjudicado la gestión 

de análisis clínicos en seis hospitales públicos, centros de salud y residencias de 

ancianos dependientes de la Consejería. Poco después de hacerse pública su relación 

con Unilabs anuncia su dimisión de esta sociedad. A los tres años de su salida del 

gobierno formaba parte de seis Consejos de Administración. En 2013 fue imputado por 

el juzgado nº 4, como su antecesor Manuel Lamela (El plural, 23/06/2013). Un año 

después la Audiencia Provincial acordó el sobreseimiento provisional de la querella 

planteada por la Asociación de Facultativos Especialistas de Madrid (AFEM) contra los 

dos ex consejeros.  

Del impacto de la gestión de Güemes da cuenta este relato en primera persona:  
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“Eugenia, médica de familia, lleva casi tres años viendo cómo su futuro laboral queda en suspenso cada 

pocos meses. Empezó firmando dos contratos al año; luego cada tres meses. La próxima renovación es en 

junio. Y una vez más, tendrá la inquietud de no saber qué futuro le espera. Su caso y el de sus 

compañeros es un ejemplo extremo de la incertidumbre laboral del gremio en Madrid: todo su equipo 

(seis médicos, seis enfermeras y una auxiliar), en un centro de salud del área 11, son eventuales. Uno de 

cada tres médicos no tiene plaza fija. Es evidente que el puesto de Eugenia –no se llama así; ningún 

eventual ha querido que figure su nombre por temor a que no se les renueve el contrato– es estructural. 

Debería ser interina, pero la Consejería de Sanidad prefiere hacer contratos de tres meses. Tampoco crea 

plazas fijas. Convocó 914 puestos en enero de 2008, el examen se hizo en enero de 2009 y aún no se han 

asignado las plazas. Uno de cada tres médicos de familia es temporal, según varias organizaciones –

Sanidad rehusó dar sus datos–” (El País, 25/05/2010).  

 

2.3.  Javier Fernández-Lasquetty 

 

A la salida de Güemes, Ignacio González llama a una persona con los avales de dos 

figuras tutelares del PP, Aguirre y Aznar, y de la más radical ortodoxia neoliberal: 

Javier Fernández-Lasquetty. Conviene hacer aquí un inciso para saltar al plano nacional. 

En octubre de 2011, con gobierno del PSOE, se aprobó la Ley General de Salud Pública 

que contemplaba el desarrollo de estructuras de respuesta a la epidemia; en noviembre 

tomó posesión el gobierno de Rajoy y la ley pasó a mejor vida. Entre los elementos que 

preveía estaba un centro estatal de salud pública para asegurar la coordinación con las 

CCAA; no se creó, pese que el artículo 149 de la Constitución atribuye al Estado la 

competencia exclusiva para las “bases y coordinación general de la sanidad”. En el 

punto álgido de la crisis un dirigente de ese partido de la oposición se quejaba de que 

“el mando único es un caos”. Entre 2009 y 2014 la sanidad pública española perdió un 

10% de su presupuesto y en torno a 30.000 profesionales.  

Volvamos a Madrid, al frente de cuya sanidad estuvo Fernández-Lasquetty de marzo de 

2010 a enero de 2014, para recordar un par de detalles. A finales de 2012, y a propuesta 

del Consejero, la Asamblea de Madrid aprobó con los únicos votos del PP la Ley de 

Medidas Fiscales y Administrativas para 2013 con dos objetivos principales, facilitar la 

generalización de la externalización sanitaria y preparar el camino para la instalación de 

proyectos como Eurovegas, promovido por el multimillonario del juego Sheldon 

Adelson. Toda la oposición se mostró en contra, pidiendo UPyD la dimisión del 

Consejero. En defensa de Eurovegas, el popular  Muñoz Abrines alegó los miles de los 

puestos de trabajo en juego a la vez que criticaba el “repentino puritanismo progre” de 

los socialistas (vozpopuli, 27/12/2012). Recordemos que la última legislatura de 

Zapatero había conocido la movilización contra la asignatura Educación para la 

Ciudadanía alegando su nocividad para la moral de los escolares.  

El segundo detalle muestra el orden de preferencia entre los valores de la salud y los 

negocios en el Consejero de sanidad. Aprovechando la firma del convenio para crear el 

Servicio de Primer Apoyo en Salud Mental declaró, mirando a Eurovegas, que fumar es 

“bueno” (nuevatribuna.es 30/05/13). Confiaba en que el Gobierno central cambiaría la 

Ley Antitabaco para permitir fumar en los casinos y que Eurovegas llegara a ser “una 

realidad”. En paralelo, jubiló prematuramente a cientos de jefes de servicio de 

hospitales, adjudicó seis hospitales a tres empresas –una de ellas, HIMA, especializada 

en atraer turismo sanitario en la estela de su predecesor– y externalizó limpieza, 

lavandería y cocina. En septiembre de 2013 el Tribunal Superior de Justicia de Madrid 

dio a conocer la suspensión cautelar de la privatización, lo que junto a la ‘marea blanca’ 

forzó su dimisión.  
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Pero mantuvo firme su antorcha ideológica. Se ha mencionado su crítica a la reversión 

del Hospital de Alcira (Libertad Digital, 17/09/2016) aduciendo que no es cosa del 

Estado curar enfermos y que no debe hacerlo allí “donde las empresas llevan años 

demostrando que sus médicos y enfermeros son perfectamente capaces de prevenir, 

tratar y curar las enfermedades”, mientras proponía eliminar la condición de funcionario 

al personal médico y de enfermería. Fernández-Lasquetty era entonces vicerrector de la 

universidad guatemalteca Francisco Marroquín, santuario del neoliberalismo. Dos años 

después Pablo Casado lo nombra jefe de gabinete para “reforzar ideológicamente” el 

partido; el reforzamiento supone un giro ultraliberal promovido por quien fue secretario 

general de FAES. Un año después se hacía cargo de la Consejería de Hacienda de la 

comunidad de Madrid. En plena crisis de coronavirus defiende su criterio privatizador y 

proclama una receta de salida de la crisis acorde con el credo: menos rigidez regulatoria, 

más flexibilidad y menos impuestos. Cabría preguntarle si en las condiciones laborales 

de la médica de familia antes citada se puede esperar la mejor calidad asistencial.  

Se ha visto como la figura de Fernández-Lasquetty conectaba el PP madrileño con el 

núcleo del expresidente Aznar, él mismo miembro distinguido del sanedrín neoliberal 

que es la Mont Pelèrin Society (en su última reunión en Canarias coincidieron Cayetana 

Álvarez de Toledo y Fernández-Lasquetty). Otra figura del entorno de Aznar, Miguel 

Ángel Rodríguez, aprovechó igualmente el caso Leganés y en un programa de televisión 

llamó varias veces ‘nazi’ al doctor Montes. “He dicho que Montes es un nazi y eso no 

es un insulto, es una descripción”. Un juzgado de Madrid le condenó a pagar 30.000 

euros por injurias y la Audiencia ratificó la sentencia en diciembre de 2011. Aunque 

parece que no tiene que ver, algo sí tiene: fue detenido cuando conducía ebrio por 

Madrid. La figura de Rodríguez avala la lectura continuista mencionada a propósito de 

Fernández-Lasquetty, pues el que fuera portavoz y secretario de Estado de 

Comunicación de Aznar fue quien dirigió la campaña de Isabel Díaz Ayuso a la 

presidencia de la comunidad de Madrid y es actualmente su jefe de Gabinete.  

El propio Aznar había declarado muy en la línea libertaria “¿Quién es el gobierno para 

decirme lo que puedo y no puedo beber”? y en el mismo tono, Esperanza Aguirre veía 

que la supresión de las marcas en las cajetillas de tabaco era un síntoma de que el estado 

se deslizaba hacia un paternalismo insultante. Recordamos su “O discursito o multita”. 

Esta afirmación de individualismo anómico es la que inspiró a Trump su aliento a las 

manifestaciones antidemócratas en plena crisis del coronavirus: “Hay mucha gente a la 

que no le gusta que le digan lo que tiene que hacer”. Como veremos en la parte final, la 

confusión de la salud con los negocios tiene consecuencias graves para la salud. Uno 

piensa ahora mismo si, siguiendo alguna ley del mercado, los contratos precarios 

‘normales’ de los profesionales sanitarios que están partiéndose la cara con la pandemia, 

les dejarán en la calle cuando termine ((((¿¿¿LA CRISIS???))). En la estrategia 

madrileña confluyeron privatizaciones, puertas giratorias y contabilidad b. En 2018, la 

Cámara de Cuentas de Madrid   reconoce que los hospitales privados de la comunidad 

son ineficientes y más caros que los de gestión directa  

(http://www.casmadrid.org/index.php/comunicados/1081-la-camara-de-cuentas-de-

madrid-tarda-13-anos-en-reconocer-que-los-hospitales-privados-de-madrid-son-

ine%1Fcientes-y-mas-caros-que-los-de-gestion-directa-2). Sabemos quienes se 

beneficiaron. Veamos ahora algunos datos sobre la salud.  

 

 

 

http://www.casmadrid.org/index.php/comunicados/1081-la-camara-de-cuentas-de-madrid-tarda-13-anos-en-reconocer-que-los-hospitales-privados-de-madrid-son-ineficientes-y-mas-caros-que-los-de-gestion-directa-2
http://www.casmadrid.org/index.php/comunicados/1081-la-camara-de-cuentas-de-madrid-tarda-13-anos-en-reconocer-que-los-hospitales-privados-de-madrid-son-ineficientes-y-mas-caros-que-los-de-gestion-directa-2
http://www.casmadrid.org/index.php/comunicados/1081-la-camara-de-cuentas-de-madrid-tarda-13-anos-en-reconocer-que-los-hospitales-privados-de-madrid-son-ineficientes-y-mas-caros-que-los-de-gestion-directa-2
http://www.casmadrid.org/index.php/comunicados/1081-la-camara-de-cuentas-de-madrid-tarda-13-anos-en-reconocer-que-los-hospitales-privados-de-madrid-son-ine%1Fcientes-y-mas-caros-que-los-de-gestion-directa-2
http://www.casmadrid.org/index.php/comunicados/1081-la-camara-de-cuentas-de-madrid-tarda-13-anos-en-reconocer-que-los-hospitales-privados-de-madrid-son-ine%1Fcientes-y-mas-caros-que-los-de-gestion-directa-2
http://www.casmadrid.org/index.php/comunicados/1081-la-camara-de-cuentas-de-madrid-tarda-13-anos-en-reconocer-que-los-hospitales-privados-de-madrid-son-ine%1Fcientes-y-mas-caros-que-los-de-gestion-directa-2
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2.4.  La salud de la sanidad madrileña 

 

Madrid está por debajo de la media de las CCAA en presupuesto sanitario. Según la 

memoria del Consejo Económico y Social para 2008-2010 estos son los valores 

respectivos en porcentajes del presupuesto: 2008: 8,01 y 6,97; 2009: 4,23 y 2,43; 2010: 

1,46 y -058 (la primera cifra es la medida de las CCAA, la segunda corresponde a 

Madrid). En 2015 el presupuesto medio por habitante era de 1232 en el conjunto de las 

CCAA y de 1132 en Madrid. La pauta se ha mantenido en los años siguientes.  

 

Gasto total per cápita 2015 2017 2019 

 

Madrid 

 

1.233,1 € 

 

1.254 € 

 

1.236 € 

 

Promedio CCAA 

 

1.299,9 € 

 

1.370 € 

 

1.444,42 € 

 

Diferencia 

 

- 5,13% 

 

- 8,46% 

 

- 14,42% 

Fuente: Informe balance de la legislatura 2015-2019. Observatorio Madrileño de Salud. Mayo de 2019 

  

A este dato hay que añadir la distribución pública/privada. Madrid es después de 

Cataluña (24,9%) y Baleares (11,1%), la comunidad que más gasta en conciertos, 10,7% 

en 2017, según datos del Ministerio de Sanidad y Consumo. El contraste entre las 

curvas de inversión y privatización es elocuente: 

 

 

Fuente: CCOO Madrid e Informe balance de la legislatura 2015-2019. Observatorio Madrileño de Salud. 

Mayo de 2019.  

 

Por otro lado, siendo Madrid una de las comunidades con renta más alta, la 

remuneración de personal (44,9%) estaba ese mismo año por debajo de la media 

(45,1%), pero muy por encima de la de Cataluña (35,2%).  

 



10 

 

  

Clasificación económica Clasificación funcional 

Remuneración 

de personal 

Consumos 

intermedios 
Conciertos Otros 

Servicios de 

atención 

especializada 

Atención 

primaria 
Farmacia Otros 

España 45,1 26,0 9,2 19,6 63,2 13,5 16,9 6,5 

Andalucía 48,7 25,1 4,3 21,8 62,9 14,1 19,1 4,0 

Aragón 52,2 24,8 4,2 18,8 63,0 12,8 16,3 7,9 

Asturias, 

Principado 
47,2 28,5 6,1 18,2 65,2 12,6 16,8 5,4 

Balears, Illes 49,0 24,5 11,1 15,4 66,8 12,0 13,3 7,8 

Canarias 49,3 21,2 9,3 20,3 62,0 13,7 17,6 6,7 

Cantabria 48,8 28,0 3,5 19,7 61,2 14,2 17,0 7,6 

Castilla y León 49,7 26,2 3,8 20,4 58,7 15,5 17,5 8,3 

Castilla-La 

Mancha 
51,3 23,5 5,3 20,0 57,1 16,9 18,7 7,4 

Cataluña 35,2 21,9 24,9 18,0 64,1 13,3 14,4 8,3 

Comunitat 

Valenciana 
37,4 36,7 4,1 21,8 61,4 12,9 19,2 6,5 

Extremadura 49,8 23,8 4,3 22,1 56,1 15,7 19,3 9,0 

Galicia 45,2 26,8 5,4 22,7 63,3 12,1 18,9 5,7 

Madrid 44,9 27,6 10,7 16,7 69,2 11,6 15,5 3,7 

Murcia 48,4 24,5 6,6 20,5 61,3 14,0 16,6 8,1 

Navarra 51,5 23,9 6,5 18,1 62,1 14,3 13,5 10,2 

País Vasco 52,0 23,7 6,7 17,6 63,9 14,1 13,8 8,2 

Rioja, La 48,8 25,7 7,8 17,7 63,2 14,1 16,4 6,3 

 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social. Año 2017. 

 

Podemos completar el panorama con varios datos más. La tabla siguiente sobre la 

evolución de la plantilla muestra que la sanidad madrileña ha tenido que enfrentarse a la 

crisis con recursos personales inferiores a aquellos de los que disponía en 2010.  
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Fuente: Informe balance de la legislatura 2015-2019. Observatorio Madrileño de Salud. Mayo de 2019. 

 

Algo parecido ocurre respecto a las camas hospitalarias con financiación pública 

  

  

2014 

 

2017 

 

Diferencia 

 

Gestión pública 

 

11.832 

 

10.825 

 

- 1.007 (- 8,51%) 

 

Gestión mixta 

 

1.794 

 

1.910 

 

+ 116 (+ 6,56%) 

 

Gestión privada 

 

1.506 

 

1.604 

 

+ 98 (+ 6,57%) 

 

Total 

 

15.132 

 

14.339 

 

- 793 (- 5,24%) 

 

Fuente: Informe balance de la legislatura 2015-2019. Observatorio Madrileño de Salud. Mayo de 2019 

 

Igualmente, en el personal médico de atención primaria por 1000 personas, la media es 

de 0.77 y 0,68 en Madrid (2018). La media española es de 2,98 camas hospitalarias por 

2,76 en Madrid (2017). Hemos visto ya los valores para el gasto sanitario por habitante.  

(Indicadores clave Sistema Nacional de Salud, http://inclasns.msssi.es/report/area/). Por 

último y para evidenciar la relación entre los vientos de las políticas privatizadoras de la 

anterior década y los lodos de hoy, se ha sabido que Madrid no puede disponer en el 

pico de la epidemia de plantas vacías en los hospitales semiprivatizados 

(https://www.eldiario.es/sociedad/camas-faltan-Madrid-privatizaciones-

gestionadas_0_1008599192.html), y que la Consejería de Sanidad madrileña mantiene 

cerradas 2.966 camas de hospitalización en los hospitales públicos de la Comunidad de 

Madrid, lo que equivale a tener cerrados tres hospitales: La Paz, el Gregorio Marañón y 

http://inclasns.msssi.es/?show=true
http://inclasns.msssi.es/?show=true
http://inclasns.msssi.es/report/area/
https://www.eldiario.es/sociedad/camas-faltan-Madrid-privatizaciones-gestionadas_0_1008599192.html
https://www.eldiario.es/sociedad/camas-faltan-Madrid-privatizaciones-gestionadas_0_1008599192.html


12 

 

el Infanta Sofía de San Sebastián de los Reyes (nuevatribuna.es,  24/02/20).  Los 

hospitales que se construyeron a toda prisa para favorecer la elección de Aguirre en 

2007, tienen un contrato hasta 2035.  

En definitiva, como concluye el Observatorio Madrileño de Salud en el Informe citado: 

“La actividad legislativa y reglamentaria de la Comunidad de Madrid, está claramente 

encaminada a la privatización de la sanidad madrileña, unas veces con más ímpetu que 

otras, sobre todo por la presión social que se ejerce en la calle e institucionalmente por 

las entidades sociales, así como por la presión de los profesionales de la sanidad 

madrileña”. 

La razón de que esta agresiva política no consiguiera sus objetivos obedece a la 

resistencia presentada por la “marea blanca” y las acciones de la Coordinadora Anti-

privatización de la Sanidad Pública (CAS); la cronología de estas actividades es un 

ejemplo de movilización cívica ante la presión sobre la sanidad de los intereses 

económicos  (http://www.casmadrid.org/docStatic/Donde_estaban.pdf).  

Desde estos supuestos cabe entender que el jaque a la sanidad pública se inscribe en la 

misma cultura del ‘pelotazo` y expropiación de lo público que viene caracterizando la 

radicalización neoliberal y el fundamentalismo de mercado en los últimos años; con el 

consiguiente crecimiento de la desigualdad y el debilitamiento de los servicios públicos 

universales. El capitalismo libertario con sus referentes en Rand, Buchanan o Nozick, 

de un lado, o la austeridad expansiva, de Alberto Alesina y afines basada en la 

minimización fiscal y reducción del gasto social, son la máscara ideológica que 

envuelve este asalto al Estado social. Fernández-Lasquetty insinúa sutilmente que el 

gasto público es despilfarro, como vimos. Lorenzo Bernaldo de Quirós, presidente de 

Freemarket International Consulting y académico asociado del Cato Institute, en un 

artículo de elocuente título, “La austeridad no es suicida” ( El Mundo, 25/02/2019), 

alentaba así a los políticos: “En conclusión y a efectos españoles, la austeridad no 

constituye per se un certificado de defunción electoral para quienes la aplican. Eso sí, su 

éxito depende de su magnitud, de fundamentarse en recortes del gasto en vez de en alzas 

impositivas y de complementarse con una agresiva agenda liberalizadora de los 

mercados de bienes, servicios y factores de producción”. “Una agresiva agenda 

privatizadora”, repárese en los términos. Bernaldo de Quirós cita a título de ejemplo 

medidas tomadas en Finlandia y en Suecia, pero como ocurre muchas veces en la 

colecta empírica de estos autores, se trata de una pesca selectiva. No menciona por 

ejemplo que Finlandia ocupa el segundo lugar y Suecia el cuarto en la lista de países 

más igualitarios según el coeficiente de Gini.  

Se hablaba de pelotazo, una práctica inhabitual en los países con mejor posición en el 

coeficiente Gini y en los antípodas de las políticas de igualdad. Seguramente no hay 

expresión más descarnada de esta lógica que la frase con la que hace poco más de dos 

años contestó el ex ministro aznarista, ex presidente del FMI y ex director de Bankia 

donde prosperaron las ‘tarjetas black’, Rodrigo Rato, a Toni Roldán que hablaba de 

saqueo por la crisis bancaria: “¿Eso es un saqueo?. No. Eso es el mercado, amigo”. Eso 

es el mercado, no hay nada más que explicar. El mercado es también lo que explica, 

como aplicación devota del mandamiento de la oferta y la demanda, que 50 mascarillas 

que costaban seis euros antes de la crisis cuesten hoy 70, según me explica la 

farmacéutica del pueblo en el que vivo y que, en un admirable ejercicio cívico, se ha 

negado a comprarlas. Mercado es también que se venden mascarillas sin el control de 

calidad; los encargados de difundirlas tienen su responsabilidad pero los productores 

tienen que cumplir los criterios necesarios, según el eslogan de la autorregulación.  

http://www.casmadrid.org/docStatic/Donde_estaban.pdf
https://www.elcato.org/autor/lorenzo-bernaldo-de-quir-s
https://www.civismo.org/es/articulos-de-opinion/la-austeridad-no-es-suicida
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La palabra igualdad, como solidaridad o ciudadanía, es anatema en estos discursos; ya 

se ha recogido más arriba el despectivo ‘igualitarismo’. Sin embargo hay una 

demostrada correlación negativa entre desigualdad y salud, como argumentan con 

detalle Richard Wilkinson y Kate Pickett (Desigualdad. Un análisis de la (in)felicidad 

colectiva, 2009). Según reflejaba un editorial de British Medical Journal titulado “The 

Big Idea” en 1996: “La gran idea es que, en general, lo que realmente determina la tasa 

de mortalidad y la salud de una sociedad no es tanto la riqueza que posee como el hecho 

de que esté repartida equitativamente. Cuanto más equitativa es la distribución de la 

riqueza en ella, mejor es la salud de una sociedad”. No de la mayoría, sino de toda la 

sociedad, insisten Wilkinson y Pickett (p. 106), a quien seguramente no han leído los 

protagonistas de esta crónica. De modo que la axiomática neoliberal no solo afecta 

directa y negativamente a la salud al condicionar el monto y el uso del gasto público en 

sanidad –lo veremos en la parte restante de este artículo– sino que lo hace 

indirectamente al incrementar la desigualdad. Como sintetiza un reportaje “la muerte 

demuestra la desigualdad” (El País, 07/02/2020).   

 

Martín Alonso Zarza es licenciado en Filosofía, Psicología, y doctor en Sociología y Ciencias 
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